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El Tribunal Supremo confirma la posibilidad de solicitar la devolución 

del IVA soportado cuando, por el transcurso del plazo fijado normativamente, no 

pueda realizarse la compensación. Tal extremo era negado por la Administración 

y contaba con algunos pronunciamientos judiciales que se limitaban a dar por 

buena la regulación del tributo, soslayando las graves consecuencias que se 

derivaban del quebrantamiento de principios jurídicos como la neutralidad 

impositiva, la doble imposición o el enriquecimiento sin causa. La doctrina del 

Tribunal Supremo encuentra cumplido apoyo en la propia jurisprudencia del 

TJCE . 
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I. LA INTERPRETACIÓN ADMINISTRATIVA DE LOS ARTÍCULOS 99 

Y 100 DE LA LIVA. 

 

 El ejercicio del derecho a la deducción en el IVA se condiciona legalmente al 

adecuado cumplimiento de unos requisitos materiales, formales y temporales. Por lo que 

se refiere a estos últimos, el derecho a la deducción nace en momentos distintos según la 

naturaleza de la operación que lo motiva y siempre con posterioridad al devengo de las 

cuotas. A tal efecto, el derecho a la deducción únicamente puede ejercitarse en la 

declaración-liquidación del periodo (trimestral o mensual) en que el sujeto pasivo haya 

soportado las cuotas deducibles o en las correspondientes a los períodos sucesivos, pero 

siempre además –sostenía la Administración- que no hubiese transcurrido un plazo de 

cuatro años contados a partir del nacimiento del mencionado derecho.  

 

 En tal sentido, el art. 99 Tres y Cinco LIVA dispone lo siguiente:  

 



“Tres. El derecho a la deducción sólo podrá ejercitarse en la declaración-liquidación 

relativa al período de liquidación en que su titular haya soportado las cuotas deducibles o en las 

de los sucesivos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo de cuatro años, contados a partir 

del nacimiento del mencionado derecho. Cuando hubiese mediado requerimiento de la 

Administración o actuación inspectora, serán deducibles en las liquidaciones que procedan, las 

cuotas soportadas que estuviesen debidamente contabilizadas en los libros registros 

establecidos reglamentariamente para este impuesto, mientras que las cuotas no contabilizadas 

serán deducibles en la declaración-liquidación del período correspondiente a su contabilización 

o en las siguientes. En todo caso, unas y otras cuotas sólo podrán deducirse cuando no haya 

transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior. En el supuesto de las cuentas 

ocasionales a que se refiere el artículo 5, apartado uno, letra e), de esta Ley, el derecho a la 

deducción sólo podrá ejercitarse en la declaración relativa al período en que se realice la 

entrega de los correspondientes medios de transporte nuevos. Cinco. Cuando la cuantía de las 

deducciones procedentes supere el importe de las cuotas devengadas en el mismo período de 

liquidación, el exceso podrá ser compensado en las declaraciones liquidaciones posteriores, 

siempre que no hubiesen transcurrido cuatro años, contados a partir de la presentación de la 

declaración-liquidación en que se origine dicho exceso. No obstante, el sujeto pasivo podrá 

optar por la devolución del saldo existente a su favor cuando resulte procedente en virtud de lo 

dispuesto en el Capítulo II de este Título, sin que en tal caso pueda efectuar su compensación en 

declaraciones-liquidaciones posteriores, cualquiera que sea el período de tiempo transcurrido 

hasta que dicha devolución se haga efectiva”.  

 

Por su parte, el artículo 100 LIVA intitulado “Caducidad del derecho a la 

deducción”, señala literalmente lo que sigue:  

 

“El derecho a la deducción caduca cuando el titular no lo hubiera ejercitado en los 

plazos y cuantías señalados en el artículo 99 de esta Ley. No obstante, en los casos en que la 

procedencia del derecho a deducir o la cuantía de la deducción esté pendiente de la resolución 

de una controversia en vía administrativa o jurisdiccional, el derecho o la deducción caducará 

cuando hubiesen transcurrido cuatro años desde la fecha en que la resolución o sentencia sean 

firmes”. 

 

El criterio interpretativo -respecto de los artículos transcritos- tradicionalmente 

sustentado por la AEAT y los Tribunales Económico-Administrativos, suponía la 

indefectible caducidad del derecho a la deducción del IVA soportado por no haberse 

ejercitado en los plazos legalmente señalados, pero además –y esto es lo importante- sin 

posibilidad alguna de recuperar las cuotas soportadas por la vía de la devolución.  

 

Así, la AEAT entendía que, por ejemplo, un saldo negativo generado en el tercer 

trimestre de 1996, tenía como fecha límite de compensación el 20 de octubre de 2000, 

transcurrida la cual se perdía cualquier derecho a la compensación y, por ende, toda 

posibilidad de devolución. También era de esa misma opinión la Dirección General de 

Tributos, en su Consulta nº 1636, de 7 de Septiembre de 2001, al razonar de la siguiente 

manera1:  

                                                 
1 En parecidos términos, la Consulta Vinculante 2404/2005, de 25 de Noviembre.  



 

“El artículo 92, apartado uno, de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del IVA (BOE del 

29), reconoce el derecho del sujeto pasivo a “deducir de las cuotas del Impuesto sobre el Valor 

Añadido devengadas por las operaciones gravadas que realicen en el interior del país las que, 

devengadas en el mismo territorio, hayan soportado por repercusión directa o satisfecho por las 

siguientes operaciones....” La consultante ejercitó el derecho a la deducción de las cuotas de 

IVA soportadas objeto de esta consulta en la única declaración-liquidación en la que –conforme 

a la legislación vigente en aquel momento-, podía hacerlo: la declaración-liquidación 

correspondiente al tercer trimestre de 1994. Puesto que el importe de las cuotas de IVA 

soportadas y deducidas en ese trimestre superó al de las cuotas de IVA repercutidas, la 

consultante se encontró con un saldo a compensar en declaraciones-liquidaciones posteriores. 

No ejercitó el derecho a obtener la devolución del saldo existente a su favor recogido en el 

segundo párrafo del apartado cinco del artículo 99 de la Ley del Impuesto y regulado en el 

artículo 115 del mismo texto. Tal como entonces disponía el apartado cinco del artículo 99 de la 

Ley del Impuesto, el exceso de las cuotas soportadas en el tercer trimestre de 1994 respecto de 

las repercutidas en ese período podía ser compensado con saldos a ingresar correspondientes a 

declaraciones-liquidaciones posteriores “siempre que no hubiesen transcurrido cinco años 

contados a partir de la presentación de la declaración-liquidación en que se origine dicho 

exceso”. Esto es, el mencionado saldo podía haber sido objeto de compensación como muy 

tarde en la declaración-liquidación correspondiente al tercer trimestre de 1999. De acuerdo con 

lo previsto en el artículo 99, por lo tanto, una vez presentada dicha declaración sin haber 

procedido a compensar aquel saldo, el derecho a hacerlo caduca. En el supuesto que nos ocupa, 

el saldo generado en el tercer trimestre del ejercicio 1994 no podía ser compensado en la 

declaración-liquidación del cuarto trimestre de 1999. Hasta aquí el tenor literal del artículo. 

Todavía es posible extraer otra conclusión; cuando el artículo 99. cinco en conjunción con el 

artículo 115 permite al sujeto pasivo optar por proceder a la compensación –cosa que puede 

hacer en cualquiera de sus declaraciones periódicas- o solicitar la devolución del saldo a su 

favor –cosa que en general sólo puede hacer en la última declaración-liquidación anual, está 

afirmando implícitamente que el saldo cuya devolución se puede solicitar es aquel cuya 

compensación se había podido efectuar. Dicho de otra manera; que una vez finalizado el plazo 

para compensar un determinado saldo, no puede obtenerse la devolución de éste. Lo que 

comunico a Vd. con el alcance y efectos previstos en el apartado 2 del artículo 107 de la Ley 

General Tributaria”.  

 

La Administración interpretaba también que el referido plazo de los cuatro años 

se contaba desde la presentación de la declaración-liquidación en la que se generaba el 

saldo a compensar. En muchos casos, el derecho considerado caducado ascendía a 

cuantías muy considerables, sin embargo, y pese a lo que pudiera pensarse, la cuestión 

litigiosa se sustanciaba por lo general en única instancia en los Tribunales Económico-

Administrativos Regionales y, por ende y con posterioridad, en los Tribunales 

Superiores de Justicia, pues las actas levantadas por la Inspección no arrojaban cuota 

alguna a pagar o a devolver, limitándose a declarar la imposibilidad de compensar o 

solicitar la devolución del IVA soportado, por elevado que fuese su importe2. Por otra 

parte, y paralelamente, no era extraño que la AEAT acordara la incoación del 

                                                 
 
2 En tal caso, la cuantía a efectos de la sustanciación de la reclamación era inferior a los 150.000 Euros de 

cuota señalados por el art. 36 del RD 520/2005, de 13 de mayo, imprescindibles para poder recurrir en 

alzada al TEAC y posteriormente a la Audiencia Nacional, aunque el quebranto económico infligido al 

contribuyente superase con creces ese umbral monetario.   



correspondiente expediente sancionador por presunta comisión de una infracción grave, 

al entenderse acreditadas improcedentemente partidas a compensar en la cuota de 

declaraciones o ejercicios futuros. 

 

Cierto es que algún Tribunal Económico-Administrativo Regional 

(concretamente el TEAR de Valencia) había defendido la necesidad de que, una vez 

caducado el derecho a realizar la compensación del IVA soportado, la Administración 

devolviera de oficio los saldos impositivos pendientes, en aplicación de lo dispuesto en 

la Sexta Directiva  (actualmente Directiva 112/2006) y en sus principios orientadores -

fundamentalmente el de neutralidad fiscal y proporcionalidad-, pero dicho 

planteamiento fue revocado por el TEAC en sendos recursos de alzada para unificación 

de criterio (Resolución de 14 de septiembre de 2005 y otras posteriores), señalando que 

cuando la normativa tributaria había querido recoger la obligación de devolver de oficio 

por parte de la Administración, lo había señalado así expresamente y que el artículo 18 

de la Sexta Directiva, autoriza a los Estados miembros a fijar las “modalidades” del 

ejercicio del derecho a la devolución, y en tal sentido, el margen de actuación reservado 

al legislador nacional fue particularmente amplio al venir determinado por dos vías. En 

primer lugar, por la propia naturaleza jurídica de la Directiva y, en segundo término, por 

la dicción de su artículo 18, apartado 4. Y siendo cierto, y reconociendo por tanto, que 

el derecho a la deducción resulta básico en el funcionamiento y en la filosofía del 

tributo, ello no significa que el legislador nacional no pueda someter dicho derecho a 

ciertos requisitos formales y temporales.    

 

El TEAC y la AEAT eluden, sin embargo, las oportunas referencias a una 

reiterada jurisprudencia del TJCE que reconoce el derecho a una deducción que no 

puede limitarse y que tiene por objeto liberar completamente al sujeto pasivo del peso 

del impuesto devengado o ingresado en el marco de todas sus actividades económicas, 

pues conviene recordar que el art. 18. 4 de la entonces Sexta Directiva (hoy, insistimos, 

Directiva 112/2006) no permite limitar un derecho que se erige en la clave de bóveda 

del funcionamiento del tributo3.  

                                                 
 
3 “Cuando la cuantía de las deducciones autorizadas supere la de las cuotas devengadas durante un 

período impositivo, los Estados miembros podrán trasladar el excedente al período impositivo siguiente, o 

bien proceder a la devolución de acuerdo con las modalidades por ellos fijadas. No obstante, los Estados 



 

II. LA METODOLOGÍA ADMINISTRATIVA Y OTRAS OPCIONES 

MÁS FAVORABLES PARA LOS SUJETOS PASIVOS.  

 

Por otra parte, conviene no olvidar que la metodología habitualmente empleada 

por la Administración para la regularización por caducidad de las cuotas de IVA 

soportado no era la única posible, de conformidad con la normativa reguladora del 

tributo y la propia doctrina de la Dirección General de Tributos establecida al respecto. 

Expondremos a continuación los distintos criterios de imputación que creemos 

legalmente aplicables al deducir las cuotas tributarias de IVA soportado. La AEAT, por 

lo general, emplea únicamente el primero, ignorando los otros dos más favorables para 

el sujeto pasivo. 

 

1º) EL CRITERIO SEGUIDO POR LA ADMINISTRACIÓN. 

 

Obtenido el saldo final de cada período de liquidación, como resultado de restar 

el IVA deducible del IVA devengado, el saldo positivo que en su caso se produjese 

podría compensarse con los saldos negativos de períodos anteriores. Obtenidos los 

saldos en cada trimestre, en ocasiones negativos, éstos se van acumulando, y se van 

compensado con los saldos positivos, por estricto orden de antigüedad.  

 

2º) REAPERTURA DEL PLAZO DE CADUCIDAD DE LOS SALDOS 

NEGATIVOS DE EJERCICIOS ANTERIORES DESDE EL MOMENTO EN 

QUE SE COMPENSA PARTE DEL SALDO PENDIENTE. 

 

Si a cada cifra del saldo pendiente de compensar se le asigna un plazo de 

caducidad de cuatro años, es perfectamente admisible, de conformidad con la normativa 

reguladora del impuesto, que las compensaciones parciales de dichos saldos insuflen 

nuevos y sucesivos plazos de caducidad a las cifras resultantes de IVA soportado a 

compensar.  

 

                                                                                                                                               
miembros estarán facultados para negar el traslado o la devolución cuando el excedente sea 

insignificante”.  



3º) REAPERTURA SUCESIVA DEL PLAZO DE CADUCIDAD DE LOS 

IVAS SOPORTADOS, DESDE EL MISMO MOMENTO EN QUE SE 

RECONOCEN E INCLUYEN FORMALMENTE EN LAS PROPIAS 

DECLARACIONES-LIQUIDACIONES (TRIMESTRALES Y ANUALES).  

 

De la Resolución de la Dirección General de Tributos de 9 de Febrero de 2004, 

se colige que incluidas las cuotas soportadas de IVA en una declaración posterior, y 

siempre que el importe de las mismas supere el montante de las cuotas devengadas en el 

período a que se refiere esta última declaración, se abre un nuevo plazo de caducidad de 

cuatro años durante el cual se pueden compensar las mencionadas cuotas. La referida 

Resolución de la DGT dispone a tal efecto en su punto tercero lo que sigue:  

 

“...Por lo tanto, las cuotas soportadas por la entidad consultante podrían haber sido 

deducidas en la declaración liquidación correspondiente al período de liquidación en que 

fueron soportadas o en las de los siguientes períodos, pero siempre dentro de los cuatro años 

siguientes al momento en que se produjo el devengo de tales cuotas (...) Una vez incluidas las 

cuotas anteriormente indicadas como cuotas deducibles en cualquiera de las declaraciones-

liquidaciones en que ello pudo hacerse, de acuerdo con lo señalado en el párrafo anterior, y 

para el caso de que dichas cuotas superen el importe de las cuotas devengadas en el mismo 

período de liquidación, se inicia un nuevo plazo de caducidad de cuatro años durante el cual 

podría compensarse el exceso o saldo acreedor correspondiente o bien solicitarse su devolución 

de acuerdo con lo dispuesto en el art. 115 de la Ley 37/1992 (....)  

 

 En cierta forma, y a pesar de que no los invoca en modo alguno, a cualquiera de 

estos dos últimos métodos que acaban de exponerse muestra su aquiescencia la STSJ de 

La Rioja de 21 de noviembre de 2001, cuando señala que en la mecánica deductiva de 

la normativa del IVA vigente, no se exige, como hacía la anterior (Real Decreto 

2028/1985, por el que se aprobaba el antiguo Reglamento del IVA, art. 65. 5) un 

seguimiento de orden cronológico para la compensación o deducción de los excesos de 

cuotas en las declaraciones-liquidaciones posteriores, aunque así se induzca a hacer por 

el modelo oficial (M-300). Sin que pueda ser de otra manera, pues el TSJ de la Rioja 

recuerda la nula virtualidad, en cuanto a imperatividad normativa, de dichos modelos 

normalizados, cuya única función es facilitar las labores de gestión tributaria. 

  

Pero, insistimos, más allá del valor o de las pistas que pueda arrojar el modelo 

propuesto por la Administración, no encontramos ningún obstáculo legal a dicha 



metodología, pues el artículo 99 LIVA, ni en su número Uno, ni en su número Cinco, 

impone orden cronológico alguno4. 

 

III. LA INMENSA MAYORÍA DE LOS PRONUNCIAMIENTOS 

JUDICIALES RATIFICARON COMO CORRECTO EL CRITERIO 

INTERPRETATIVO DEFENDIDO POR LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA  

 

 La interpretación literal de la LIVA realizada tanto por la AEAT como por el 

TEAC, caló en sede judicial. Tal es el caso de la STSJ de Cantabria de 21 de noviembre 

de 2000, donde se afirma con toda rotundidad que la Administración no puede 

reconocer el derecho a la devolución de las cuotas para las que ha caducado el derecho 

de compensación, porque ambas posibilidades no son alternativas, sino excluyentes, no 

pudiendo optarse por compensar y pretender, alternativamente, la devolución del saldo 

diferencial5.  

                                                 
 
4 Es de esta misma opinión FALCON Y TELLA, “Los efectos del plazo de 4 años previsto en el art. 99. 5 

LIVA sobre el saldo a compensar y la STS 4 de julio 2007 (RJ 2007, 9104): ¿devolución de oficio o 

derecho a arrastrar la cantidad a compensar a los períodos siguientes?”, QF núm. 6, 2008, pag. 8 y  9, 

cuando afirma lo que sigue: “Pero si el saldo negativo se incluye en una autoliquidación posterior, dentro 

de los cuatro años, y dicha autoliquidación posterior arroja de nuevo un saldo negativo, dicho nuevo saldo 

puede incluirse en cualquier autoliquidación de los cuatro años siguientes, de modo que por esta vía el 

derecho a la recuperación del IVA soportado se puede ir arrastrando de modo indefinido, hasta que se 

produzca la recuperación con el IVA devengado en períodos posteriores, o hasta que se opte por solicitar 

la devolución en la última declaración del años. Téngase en cuenta que en la Ley del IVA no existe 

ninguna norma similar al art. 50. 2 del TR del IRPF (...) a mi juicio es claro que si este criterio, tradicional 

en el ámbito del IRPF, se hubiera querido aplicar en el IVA, se habría dicho así expresamente en la Ley 

de este último impuesto......Desde esta perspectiva, cada vez que se incluye en una autoliquidación el 

saldo a compensar resultante de otra autoliquidación anterior se produce una interrupción de la 

prescripción, y al mismo tiempo una novación objetiva pues el importe a compensar pasa a ser el saldo 

resultante de la nueva autoliquidación”.   

 
5 “Tiene por objeto el presente pleito la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional 

(TEAR) de Cantabria de fecha 10 de marzo de 2000 por la que se desestima la reclamación económico-

administrativa entablada por el recurrente frente a la Resolución de la Agencia Estatal Tributaria de fecha 

10 de marzo de 1998 por la que se deniega la pretensión del recurrente de compensación de las cuotas 

correspondientes al Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) a realizar en el último trimestre del ejercicio 

1996. Las cuotas cuya compensación pretende el recurrente se corresponden con cuotas soportadas 

durante los ejercicios 1990 y 1991, operación para la cual el artículo 99 de la Ley 37/1992 de 28 de 

diciembre, reguladora del IVA señala un plazo que no es de prescripción, y, por tanto, susceptible 

de ser interrumpido, sino un plazo de caducidad de cinco años, señalando de forma literal que «el 

derecho a la deducción sólo podrá ejercitarse en la declaración-liquidación relativa al período de 

liquidación en que su titular haya soportado las cuotas deducibles o en las de los sucesivos, siempre que 

no hubiera transcurrido el plazo de cinco años desde el nacimiento del mencionado derecho». La claridad 

del precepto excusa de mayores comentarios, al limitar a cinco años el plazo de compensación de las 

cuotas soportadas con las cuotas devengadas en cada período, que en el supuesto de autos ha transcurrido 

ya, puesto que las cuotas a compensar datan de los ejercicios 1990 y 1991, mientras que la compensación 

pretende practicarse en el año 1996, una vez caducado el derecho. Pretende, el recurrente, que con 

carácter alternativo le sea reconocido el derecho a la devolución de las cuotas para cuya 



 

La STSJ de Canarias de 14 de julio de 2006, afirma sin rodeos que el derecho a 

la deducción o compensación está sometido a un plazo de caducidad, frente a las 

pretensiones del contribuyente que fue sometido a una Inspección por IVA un año antes 

de declararse la caducidad y que abogaba por considerar el plazo de compensación o 

devolución como prescriptivo y, por tanto, interrumpible6. En parecidos términos se 

pronuncia la STSJ de Castilla La Mancha de 25 de noviembre de 2002, para la que si el 

sujeto pasivo no opta por la devolución en la declaración correspondiente en el último 

trimestre del ejercicio correspondiente y, en cambio, se acoge a la compensación, no 

puede posteriormente solicitarse la devolución, al no cumplirse uno de los requisitos 

                                                                                                                                               
compensación ha caducado el derecho, posibilidades estas que no operan de modo alternativo, sino 

excluyente, de tal modo que no puede optarse por compensar y pretender, alternativamente, la 

devolución del saldo diferencial. El artículo 115 de la Ley del IVA señala que «No obstante, el sujeto 

pasivo podrá optar por la devolución del saldo existente a su favor cuando resulte procedente en virtud de 

lo dispuesto en el capítulo II de este Título, sin que en tal caso pueda efectuar su compensación en 

declaraciones-liquidaciones posteriores, cualquiera que sea el período de tiempo transcurrido hasta que 

dicha devolución se haga efectiva». El carácter excluyente de una y otra alternativa queda claramente 

reseñado en el artículo citado, amén de no cumplirse los requisitos establecidos en el artículo 100 de la 

Ley reguladora, que dispone que «El derecho a la deducción caduca cuando el titular no lo hubiera 

ejercitado en los plazos y cuantías señalados en el art. 99 de esta Ley». Los subrayados y negritas son 

nuestros. 

 
6 “La cuestión litigiosa es resumida perfectamente por el Sr. Abogado del Estado cuando dice que la 

principal alegación del recurrente consiste, básicamente en atribuirse la posibilidad de compensar las 

cuotas soportadas del impuesto –supuesto que el saldo sea negativo- con los saldos positivos procedentes 

de ejercicios siguientes, o bien la posibilidad de solicitar el derecho a la devolución de dichas cuotas para 

el supuesto en que dicho saldo fuera positivo, con la particularidad, según la tesis actora, de que esta 

última posibilidad no se encuentra en modo alguno sometida a un plazo de caducidad sino de 

prescripción, y por tanto susceptible de interrupción por la actuación inspectora. En definitiva, sigue 

diciendo el Sr. Abogado del Estado, la cuestión que plantea el actor es que, así como para la 

compensación, el mandato del artículo 100 de la Ley del Impuesto es claro cuando consagra un plazo de 

caducidad de 4 años, no sucede lo mismo con la devolución, respecto de la cual el artículo 115. 1 de la 

Ley 37/1992 de 28 de Diciembre no señala plazo alguno, señalando dicho demandante que “ni en los 

restantes apartados de este mismo artículo, ni en otros artículos del texto legal, ni en el Reglamento del 

Impuesto se somete este derecho a plazo determinado. Así pues, mientras que el derecho a compensar las 

cuotas debe ejercitarse en el mencionado plazo de 4 años, el derecho a solicitar la devolución puede 

ejercitarse sin sujeción a ese concreto límite temporal”. Por tanto, la cuestión se reduce a determinar si 

efectivamente se consagra o no un plazo de caducidad para las devoluciones. El artículo 100 de la 

Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido dispone que “El derecho a la 

deducción caduca cuando el titular no lo hubiera ejercitado en los plazos y cuantías señalados en el art. 99 

de esta ley”. Advertimos que quedó reducido a cuatro años el plazo de cinco años a que se hace 

referencia, con efectos desde 1 de enero 2000, por el artículo 6 seis de la Ley 55/1999 de 29 diciembre, de 

medidas fiscales, administrativas y del orden social. Por su parte, el artículo 115 de la Ley 37/92 dice: 

“Uno. Los sujetos pasivos que no hayan podido efectuar las deducciones originadas en un período de 

liquidación por el procedimiento previsto en el art. 99 de esta ley, por exceder continuamente la cuantía 

de las mismas de la de las cuotas devengadas, tendrán derecho a solicitar la devolución del saldo a su 

favor existente a 31 de diciembre de cada año en la declaración-liquidación correspondiente al último 

período de liquidación de dicho año”. Obvio es, por tanto, que el derecho a la deducción –o 

compensación- está sometido a un plazo de caducidad y no de prescripción, lo que impide entender 

interrumpido el plazo de las actuaciones inspectoras y, por extensión, veda de raíz la posibilidad de 

estimar la pretensión actora”. Los subrayados y negritas son nuestros. 



formales que legalmente condiciona el ejercicio del derecho a la citada devolución, 

como era solicitarla por el cauce y en el plazo oportuno, si bien se acababa 

reconociendo finalmente la posibilidad de instar otras vías para recuperar el IVA 

soportado no compensado ni devuelto, a través de la rectificación de la autoliquidación 

y el pertinente inicio de un expediente de ingresos de indebidos.  

 

El TSJ de Castilla y León también defendía –con una muy parca motivación- la 

tesis en cuya virtud, caducado el derecho a deducir, decaía asimismo el derecho a 

solicitar la devolución, teniendo en cuenta, afirma el Tribunal, que tal solución no 

implicaba menoscabo alguno al derecho de deducción, ya que el sujeto pasivo pudo 

compensar las cuotas soportadas durante cuatro años completos, disponiendo de hasta 

cuatro ocasiones para exigir la devolución del saldo (Sentencias de 18 de marzo y 13 de 

octubre de 2005 y de 14 de junio de 2002). El TSJ de Andalucía insistía en el hecho de 

que las cuotas soportadas únicamente podían deducirse en los cuatro años siguientes, sin 

que resultase admisible un procedimiento que prolongase sin limitación el plazo de 

deducción (Sentencia de 8 de febrero de 2002), por lo que rebasado ese plazo legal, no 

cabía arrastrar el saldo pendiente de compensación a períodos posteriores a dicho plazo 

(Sentencia de 11 de junio de 2002)7. 

 

Otros Tribunales –los menos- se percataron del problema que representaba 

defender a ultranza la relación entre la caducidad del derecho a la compensación y la 

pérdida de toda posible devolución, pues ante la existencia de un saldo a compensar y 

caducando este derecho en un trimestre que no fuera el cuarto, se vedaba la posibilidad 

de solicitar la devolución por una simple cuestión sistemática de la gestión del tributo, 

al limitar la norma la posibilidad de solicitar la devolución del saldo únicamente al 

cuarto trimestre de cada año. Tal es el caso, por ejemplo, de las SSTSJ de la Comunidad 

Valenciana de 13 de junio de 2005 y 20 de mayo de 2005 o la STSJ de Cataluña de 9 de 

junio de 2006. El único Tribunal que mantuvo una interpretación no literal de la LIVA, 

defendiendo la recuperación del IVA soportado transcurrido el plazo de cuatro años, fue 

el TSJ de la Rioja, como podremos comprobar a continuación.  

 

                                                 
 
7 En análogo sentido, la STSJ de Galicia de 17 de octubre de 2006, recuerda que la caducidad del derecho 

a deducir se produce a los cuatro años, no renovándose el plazo en cada nueva declaración-liquidación 

trimestral con exceso de cuota soportada deducible.   



IV  LA INTERPRETACIÓN LITERAL DE LOS ARTÍCULOS 99 Y 100 

DE LA LEY DEL IVA ATENTABA CONTRA EL PRINCIPIO DE 

NEUTRALIDAD EN EL QUE DESCANSA LA COHERENCIA INTERNA DEL 

TRIBUTO. LA CORRECTA DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA DE LA RIOJA.  

 

¿En qué consiste ejercitar el derecho a la deducción del IVA?. En mi modesta 

opinión, ejercitar el derecho a la deducción en la mecánica del tributo implica la 

consignación de las cuotas soportadas deducibles en las declaraciones-liquidaciones 

que se presentan, para que se detraigan de las cuotas devengadas por repercusión de 

terceros. Si el saldo o resultado de esta sustracción fuese positivo, existirá obligación de 

ingreso, pero si fuese negativo surge una doble posibilidad: 

 

1ª Podrá compensarse con los saldos positivos resultantes de las declaraciones 

posteriores, con los límites que impone el artículo 99. 5 LIVA (en el período de 

“cuatro años contados a partir de la presentación de la declaración-liquidación 

en que se origine dicho exceso”).  

 

2ª Podrá ser objeto de devolución a petición del interesado. El artículo 115. 1 de 

la Ley reconoce al contribuyente el derecho a obtener la devolución del saldo a 

su favor, existente a 31 de diciembre de cada año.  

 

Y dicho derecho a la devolución no se somete a plazo alguno más allá del 

general de prescripción. La LIVA no fija límite temporal específico alguno para 

solicitar la devolución. A tenor del artículo 115. 1 de la Ley 37/1992 “los sujetos 

pasivos que no hayan podido efectuar las deducciones originadas en un período de 

liquidación por el procedimiento previsto en el artículo 99 de esta Ley, por exceder 

continuamente la cuantía de las mismas de la de las cuotas devengadas, tendrán derecho 

a solicitar la devolución del saldo a su favor existente a 31 de diciembre de cada año en 

la declaración-liquidación correspondiente al último período de liquidación de dicho 

año”. Ni en los restantes apartados de este mismo artículo, ni en otros artículos del texto 

legal, ni en el Reglamento del Impuesto se somete este derecho a plazo determinado. 

Así pues, mientras que el derecho a compensar las cuotas soportadas debe ejercitarse en 



el mencionado plazo de cuatro años, el derecho a solicitar la devolución puede 

ejercitarse sin sujeción a idénticas reglas de cómputo temporal que la compensación.  

 

Durante los cuatro primeros años, existen dos alternativas para el contribuyente 

(compensar u obtener la devolución). Pasado ese tiempo, y bajo determinadas 

circunstancias, aún podría obtenerse la devolución. Por la simple circunstancia de que 

estos derechos sean alternativos y excluyentes, no se puede concluir que uno caduca si 

el otro ha vencido. Simplemente, desaparece la posibilidad de elegir entre los dos, pero 

no puede esfumarse un verdadero derecho de crédito por haberse extinguido una 

alternativa al mismo. Con ello no estamos afirmando que el plazo para obtener la 

devolución sea indefinido. Por asimilación, aunque sea lejana, se podría equiparar este 

supuesto al de devolución de ingresos indebidos a que alude el art. 66 LGT. La 

diferencia es que el plazo para solicitar la devolución es de prescripción, no de 

caducidad (lo que se revela de especial importancia cuando la AEAT haya requerido al 

contribuyente, sometiéndolo a determinados procedimientos administrativos con 

anterioridad a la declaración de caducidad del IVA soportado) . 

 

Pero además, y en contra de lo señalado por la mayoría de los TSJ, la 

devolución no es un concepto diferente del ejercicio del derecho a la compensación de 

saldos negativos, porque está en juego la salvaguarda de un principio tan relevante 

como el de neutralidad impositiva consagrado por la Sexta Directiva8. Dicho principio 

tiene como objetivo liberar completamente al sujeto pasivo del peso del IVA 

devengado o ingresado en el marco de todas sus actividades económicas, garantizando 

su indemnidad fiscal, cualesquiera que sean los fines o los resultados de las mismas, a 

condición de que estén, a su vez, sujetas al IVA (STJCE de 22 de febrero de 2001, 

ABBEY NATIONAL, C-408/98, apartado 24; STJCE de 8 de junio de 2000, 

MIDLAND BANK, C-98/98, apartado 24; STJCE de 27 de septiembre de 2001, CIBO 

PARTICIPATIONS, C-16/00, apartado 29; STJCE de 21 de febrero de 2006, 

HALIFAX, C-255/02, apartado 80; STJCE de 27 de septiembre de 2007, TELEOS Y 

                                                 
 
8 Un principio este que, según reiterada jurisprudencia del TJCE, se opone incluso a una diferenciación 

generalizada entre transacciones lícitas e ilícitas (STJCE 12 enero 2006, Asuntos acumulados C-354/03, 

C-355/03 y C-484/03, FULCRUM ELECTRONICS- BOND HOUSE SYSTEMS; STJCE 29 junio 

1999, COFFEESHOP, C-158/98, apartados 14 y 21 y STJCE 29 junio 2000, SALUMETS Y OTROS, 

C-455/98, apartado 19).  



OTROS C-409/04, apartado 24 y 25 y COLLÉE C-146/05, apartado 23)9. En tal 

sentido, y como salvaguarda de dicho principio, el TJCE ha recordado incesantemente 

la necesidad de la devolución de excedente del IVA soportado como la columna 

vertebral del tributo, sin que las facultades reguladoras de los Estados miembros, o la 

comodidad gestora de sus administraciones tributarias puedan lesionar tan relevante 

idea orientadora10. Como puede apreciarse, la jurisprudencia comunitaria no alude a 

plazo de caducidad alguno que pudiera oponerse al principio de neutralidad 

                                                 
 
9 Como recuerda la STJCE de 18 de diciembre de 2007, CEDILAC, C-368/06, el derecho a la deducción 

del IVA establecido en los artículos 17 y siguientes de la Sexta Directiva forma parte del mecanismo del 

tributo y no puede limitarse (así lo afirman también las Sentencias de 6 de julio de 19995, BP 

SOUPERGAZ, C-62/93, apartado 18, y la de 21 de marzo de 2000, GABALFRISA Y OTROS, C-

110/98, apartado 43).  La doctrina alemana considera al principio de neutralidad como un instrumento 

imprescindible para la plena realización de la finalidad de gravamen sobre el consumo. Vid. al respecto el 

reciente trabajo de BAEZ MORENO, “El principio de neutralidad fiscal y el IVA como impuesto sobre el 

consumo. A propósito del gravamen de las actividades ilícitas”, QF nº 1 y 2, Enero 2008, passim, 

especialmente pags. 66 y 67.  

 
10 La STJCE de 25 de octubre de 2001, COMISIÓN CONTRA ITALIA, Asunto C-78/00, señala a este 

respecto lo que sigue: “28. Del artículo 17 de la Sexta Directiva resulta que los sujetos pasivos están 

autorizados para deducir del IVA por ellos devengado el IVA soportado por los bienes adquiridos y los 

servicios recibidos. Este derecho a deducción constituye, según jurisprudencia reiterada, un principio 

fundamental del sistema común del IVA establecido por la legislación comunitaria (véase, en especial, la 

sentencia MOLENHEIDE y otros, antes citada, apartado 47). 29. En virtud del artículo 18, apartado 2, de 

la Sexta Directiva, la deducción se practicará globalmente por el sujeto pasivo mediante imputación, 

sobre las cuotas del impuesto devengado en cada período impositivo, de las cuotas del impuesto que 

tengan reconocido el derecho a la deducción, en el curso del mismo período impositivo. 30. Como ha 

destacado reiteradamente el Tribunal de Justicia, las características, antes recordadas, del sistema común 

del IVA permiten inferir que el régimen de deducciones tiene por objeto liberar completamente al 

empresario del peso del IVA, devengado o ingresado, en el marco de todas sus actividades económicas. 

El sistema común del IVA garantiza, por lo tanto, la perfecta neutralidad con respecto a la carga fiscal de 

todas las actividades económicas, cualquiera que sean los fines o los resultados de las mismas, a 

condición de que dichas actividades estén a su vez sujetas al IVA. A falta de disposiciones que permitan a 

los Estados miembros limitar el derecho a la deducción atribuido a los sujetos pasivos, este derecho debe 

poder ejercerse inmediatamente para la totalidad de los impuestos que hayan gravado las operaciones 

anteriores (véase, en especial, la sentencia de 21 de septiembre de 1988, Comisión/Francia, 50/87, Rec. p. 

4797, apartados 15 y 16). 31. Si, durante un período impositivo, la cuantía de las deducciones supera la de 

las cuotas devengadas y el sujeto pasivo no puede efectuar, por tanto, la deducción mediante imputación, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 18, apartado 2, de la Sexta Directiva, el artículo 18, apartado 4, 

de dicha Directiva prevé que los Estados miembros pueden bien trasladar el excedente al período 

impositivo siguiente, bien proceder a la devolución según las modalidades por ellos fijadas. 32. Del 

propio tenor del artículo 18, apartado 4, de la Sexta Directiva y, en particular, de los términos 

«según las modalidades por ellos fijadas» se deduce que los Estados miembros disponen 

ciertamente de un margen de maniobra al establecer las modalidades de devolución del excedente 

del IVA. 33. No obstante, ya que la devolución del excedente del IVA constituye uno de los 

elementos fundamentales que garantiza la aplicación del principio de neutralidad del sistema 

común del IVA, las modalidades fijadas por los Estados miembros no pueden ser tales que lesionen 

dicho principio haciendo recaer sobre el sujeto pasivo, total o parcialmente, el peso del IVA. 34. De 

todo ello se desprende que las modalidades de devolución del excedente del IVA fijadas por un 

Estado miembro deben permitir al sujeto pasivo recuperar, en condiciones adecuadas, la totalidad 

del crédito que resulte de ese excedente del IVA. Lo anterior implica que la devolución se efectúe en un 

plazo razonable, mediante un pago en metálico o de manera equivalente. En todo caso, el modo de 

devolución que se adopte no debe suponer ningún riesgo financiero para el sujeto pasivo”. Los 

subrayados y negritas son nuestros. 



impositiva11. Debido a las funciones que ejerce en la mecánica gestora del impuesto 

tanto el derecho a la deducción como en su caso el derecho a la devolución, el mismo 

no puede limitarse, restringirse ni tampoco suprimirse a posteriori (STJCE de 21 de 

septiembre de 1988, As. C-50/87, COMISIÓN/FRANCIA y STJCE de 11 de julio de 

1991, As. C-97/90, LENNARTZ12).  

 

Tal es la opinión del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja vertida en 

Sentencia de 21 de noviembre de 2001, cuando señala expresamente lo que sigue: 

 

“Se deniega en el supuesto de autos el derecho de la entidad recurrente a recuperar 

determinadas cuotas correspondientes a un IVA proveniente de la declaración-liquidación del 

tributo perteneciente al ejercicio 1993, donde, por lo tanto, nació tal derecho ya que se produjo 

un exceso de cuotas que al no poder ser compensado en dicho ejercicio pasaron, por voluntad 

del contribuyente, a la mecánica de compensación, en el plazo marcado por la ley, en futuros 

ejercicios. Sin embargo, según dice, debido a un error involuntario, persiguió la opción de 

compensación cuando ya había transcurrido el período marcado por la normativa (cinco años), 

en lugar de haber procedido a solicitar la devolución de dicho exceso de cuotas a compensar en 

el último ejercicio habilitado. La Hacienda Pública considera imposible de recuperar las 

antedichas cuotas de IVA por cualquiera de las opciones legales (compensación o devolución 

de cuotas), declarando caducado el derecho a deducir las precitadas cuotas por haber 

transcurrido cinco años desde su nacimiento (1993-1998), sin que el contribuyente lo haya 

ejercido según marca la normativa ad hoc. Resulta, a juicio de la Sala, la cuestión nuclear de la 

presente litis el ejercicio del derecho a la deducción o compensación de cuotas que la 

normativa que afecta a la imposición indirecta regulado en la Ley 37/1992 (....) El principio 

general en el que se apoya todo el sistema del IVA consiste en que el impuesto que ha gravado 

los elementos que componen el precio de una operación (IVA soportado) resulta deducible del 

impuesto que grava a dicha operación (IVA repercutido). Ahora bien, dicho principio, 

                                                 
 
11 Conteniendo la misma doctrina, vid. Sentencias de 14 de febrero de 1985, As. 268/83, 

ROMPELMAN; 21 Septiembre 1988, As. 50/87, Comisión/Francia; 6 de julio de 1995, As. C-62/93, BP 

SOUPERGAZ; 18 de diciembre de 1997, asuntos acumulados C-286/94, C-340/95, C-401/95 y C-47/96, 

MOLENHEIDE Y OTROS; 15 enero 1998, As. C-37/95, GHENT COAL TERMINAL; 21 de marzo 

de 2000, Asuntos acumulados C-1110/98 a C-147/98, GABALFRISA Y OTROS; 8 de junio de 2000, 

As. C-98/98, MIDLAND BANK plc; 8 de junio de 2000, As. C-396/98, 

GRUNDSTÜCKGEMEINSCHAFT SCHOLOBSTRABE GBR; 8 de junio de 2000, As. C-400/98, 

BRIGITTE BREITSOHL; 19 de septiembre de 2000, asuntos acumulados C-177/99 y C-181/99, 

AMPAFRANCE SA Y SANOFI SYNTHELABO, antes Sanofi Winthrop SA; 19 de septiembre de 

2000, As.C-454/98, SCHMEINK & COFRETH AG & CO. K/FINANZAMT BORKEN Y 

MANFRED STROBEL/ FINANZANT ESSLINGEN; 22 de febrero de 2001, As. C-408/98, ABBEY 

NATIONAL PLC/COMMISSIONERS OF CUSTOMS & EXCISE, 27 de septiembre de 2001, As. C-

16/00, CIBO PARTICIPATIONS SA/DIRECTEUR RÉGIONAL DES IMPÔTS DU NORD-PAS-

DE CALAIS, y 8 de enero de 2002, As. C-409/99, METROPOL TREUHAND 

WIRTSCHAFTSTREUHANDGMBH/FINANZLANDESDIREKTION FÜR STEIEMARK, Y 

MICHAEL STADLER/ FINANZLANDESDIREKTION FÜR VORARLBERG).  

 
12 En esta última Sentencia, se puso de manifiesto que todo sujeto pasivo que utilice bienes para cualquier 

actividad económica tiene derecho a deducir el IVA soportado en el momento de su adquisición, por 

pequeña que sea la proporción de su uso para fines profesionales, añadiendo el Tribunal que cualquier 

norma o práctica administrativa que imponga una restricción general al derecho a deducir, cuando exista 

una verdadera aunque limitada utilización para fines profesionales, constituye una excepción a lo 

dispuesto por el artículo 17 por la Sexta Directiva, que solo será válida si se cumplen los requisitos de los 

apartados 1 ó 5 del artículo 27 de la mencionada Directiva 77/388/CEE (actualmente Directiva 112/2006).   



teniendo en cuenta la gestión del Impuesto que obliga a agrupar las declaraciones en 

períodos trimestrales (e incluso anuales, ex Rgto. del IVA, arts. 71 y 72) no permite, pues, una 

aplicación literal debiendo computarse globalmente el Impuesto repercutido por todas las 

ventas de bienes y servicios y el Impuesto soportado por todas las adquisiciones de bienes y 

servicios realizadas en cada período. En la mecánica pura del tributo cuando el sujeto pasivo 

realiza únicamente operaciones que generan el derecho a deducción puede deducirse la 

totalidad del IVA soportado por la adquisición de los bienes y servicios que utiliza en esas 

operaciones. Así, el mecanismo de deducciones dado el carácter de plurifásico del tributo -

grava todas las entregas y servicios producidos en las diferentes fases de la cadena de 

producción-comercialización- adquiere un protagonismo fundamental para que, mediante su 

intercesión, sólo se grave en cada fase el valor añadido o incorporado en ella (...)  Lo acabado 

de exponer, a nuestro juicio, pone de manifiesto dos premisas muy claras: el esquema general 

del funcionamiento del IVA puede determinar la existencia de un saldo a ingresar, a devolver o 

a compensar; que si el resultado de la liquidación es a favor del sujeto pasivo no puede decirse, 

con carácter general, cuál es la opción más conveniente entre devolución o compensación, ya 

que depende tanto del resultado previsto en la liquidación del siguiente período como del 

tiempo que pueda tardar la Administración en devolver las cuotas y, por último, que resulta 

indubitada la voluntad del legislador -ya desde la primera norma que reguló el tributo, Ley 

30/1985, que en su exposición de motivos, donde se hablaba de la neutralidad interior, se decía: 

«... la técnica del impuesto a través del método de deducción denominado "cuota sobre cuota" 

permite al Sujeto pasivo recuperar el IVA soportado en la fase anterior y que este impuesto 

incida exclusivamente en el consumidor final»-, de admitir la voluntad del sujeto de compensar 

o solicitar (como sistemas posibles) la devolución de cuotas para la recuperación la porción de 

crédito de Impuesto que, eventualmente se produzca, lo que indirectamente supone el 

reconocimiento de la existencia de un derecho subjetivo, a favor del contribuyente, en forma, 

decíamos, de crédito, cuya renuncia, a nuestro parecer, debería ser expresa como, por 

ejemplo, cuando el modelo oficial (M-100) de autoliquidación del Impuesto sobre la Renta de 

las Personas Físicas, resulta rellenado en la casilla al efecto (renuncia a la devolución) 

colocada al final de la hoja de resumen de liquidación” (FJ 5º)13. 

 

 Y es que, en opinión del mismo Tribunal, otra solución conculcaría el principio 

de neutralidad del IVA e implicaría una respuesta abusiva y desproporcionada de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria14.  

 

El modo de proceder habitual en los sujetos pasivos del IVA es la consignación 

puntual en sus autoliquidaciones de todas las cuotas deducibles que soportaron en cada 

período de liquidación. Y si en cada período de liquidación el contribuyente consignó 

dichas cuotas, y las restó del IVA devengado, ejercitó su derecho a la deducción dentro 

del plazo de caducidad de cuatro años. Otra cosa es que el contribuyente no hubiese 

ejercitado el derecho que le asiste a obtener la devolución del saldo a su favor por 

                                                 
 
13 Los subrayados y negritas son nuestros.   

 
14 Abundante es la doctrina administrativa y la jurisprudencia que afirman que el ejercicio de un derecho 

sustantivo -cual es el de la devolución de los saldos del IVA resultantes- no puede quedar sin efecto por el 

hecho de equivocarse en el vehículo formal por el que dicha solicitud se cursa, o por la omisión o error en 

la formalidad a tal efecto prevista, puesto que las normas reguladoras del ejercicio de un derecho que no 

ha prescrito, deben interpretarse de modo menos riguroso que las atinentes al cumplimiento de una 

obligación, de forma tal que el derecho no desaparezca por el simple error o descuido en el modo de 

ejercerlo (STS de 13 de febrero de 2003 y Resoluciones del TEAC de 28 de septiembre de 1994,  9 de 

junio de 2000 y 21 de octubre de 2002).  



exceder continuamente las cuotas deducibles de las devengadas. Pero que no lo haya 

hecho no quiere decir que no pueda hacerlo, porque tal derecho no caduca y además no 

está en modo alguno prescrito porque el plazo de caducidad de cuatro años afecta a la 

deducción y a la compensación, pero no a la devolución que, en su caso, prescribirá 

cuando transcurran cuatro años desde la última actuación administrativa o del propio 

contribuyente dirigida a obtener dicha devolución.  

 

Es más, la STSJ de La Rioja de 11 de Septiembre de 2002, no sólo confirma la 

legalidad de una solicitud de devolución de IVA una vez superado el plazo previsto, 

sino que rechaza la necesidad de seguir un orden cronológico para deducir los excesos 

de cuotas del impuesto como exigía la Administración Tributaria15. 

                                                 
 
15 “La Dependencia de Gestión Tributaria de la AEAT en Calahorra procedió a girar a los recurrentes una 

liquidación provisional, en concepto de IVA del período 1998, en virtud de la cual, y con el argumento de 

que el derecho a la deducción había caducado, se minoraba en 3.662.530 pesetas el saldo a compensar 

que presentaba la autoliquidación formulada en su día por los recurrentes, resultando así un saldo a 

compensar de 241.957 pesetas. Contra dicha liquidación los recurrentes interpusieron reclamación 

económico-administrativa ante el TEAR. Dicha reclamación fue resuelta el 28 de diciembre de 2000, 

estimando en parte la reclamación interpuesta, pero confirmando la actuación inspectora en lo relativo a 

la imposibilidad de compensar o devolver las cuotas soportadas en concepto de IVA por los recurrentes. 

Contra dicha Resolución los recurrentes interpusieron recurso contencioso-administrativo ante esta Sala, 

sustanciado bajo el núm. 83/2000. Posteriormente, los recurrentes solicitaron de la Administración 

tributaria la devolución del saldo de IVA existente a su favor a fecha 31 de diciembre de 1999, 

incluyendo nuevamente la devolución de la cantidad de 3.662.530 pesetas que había sido denegada por la 

Administración tributaria en 1999 con respecto al año 1998. Nuevamente se iniciaron actuaciones 

inspectoras de comprobación, ahora sobre el IVA ejercicio 1999, que dieron como resultado el Acuerdo 

del Inspector Jefe de la Delegación Especial de la AEAT de La Rioja de 14 de febrero de 2001, donde se 

reconoce como única deuda a devolver en concepto de IVA, la cantidad de 253.237 pesetas, por entender 

caducado el derecho para la compensación de los excesos de IVA soportados. Contra dicho Acuerdo se 

interpuso reclamación económico-administrativa ante el TEAR, quien la desestimó mediante Resolución 

de 30 de abril de 2001, Resolución contra la cual se interpuso recurso contencioso-administrativo que es 

resuelto a través de esta Sentencia. Los demandantes impugnan la Resolución recurrida, así como el 

Acuerdo del Inspector Jefe de la Delegación Especial de la AEAT de La Rioja de la que aquélla trae 

causa, con base en dos argumentos: en primer lugar, que «debe permitirse al contribuyente decidir en uso 

de su derecho la forma y modulación temporal del ejercicio de los derechos que le reconoce la legislación 

vigente», y, en segundo lugar, que «puesto que la institución de la caducidad supone la falta voluntaria 

del ejercicio de un derecho durante un período dado de tiempo, no es el mero transcurso del tiempo el que 

determina la existencia de la caducidad, sino que debe contemplarse el aspecto subjetivo de la falta de 

voluntad del titular del derecho para su ejercicio en tal lapso temporal. De manera que sí el sujeto titular 

del derecho acredita matemáticamente el uso voluntario y tempestivo de su derecho, no puede haber 

pronunciamiento de caducidad». Esta Sala ha tenido ya ocasión de pronunciarse sobre un asunto de 

idéntica naturaleza, con idénticas partes procesales, si bien referido a la liquidación del IVA-1998, en 

Sentencia núm. 476/2001, de 21 de noviembre (JT 2001, 1906). En ella se afirmó que «la Sala entiende 

perfectamente vigente y aplicable a este supuesto el principio general que dice que el mero 

incumplimiento de deberes formales no implica la renuncia a derechos subjetivos. No nos ofrece 

dudas la voluntad manifiesta del actor de recuperar su crédito de IVA soportado en exceso, sin 

perjuicio de reconocer una equivocada pretensión para obtenerlo por el sistema de compensación. 

Ahora bien, nada obstaba para que una vez producida la comprobación administrativa y observada 

la pertinencia del crédito se ofreciera al sujeto recuperarlo por la vía de la devolución. A nuestro 

juicio, además, hay que tener en cuenta, refiriéndonos nuevamente a la técnica de aplicación del 



 

No es de esta opinión, sin embargo, la Resolución del TEAR de Canarias de 28 

de Febrero de 2005, que aduce como apoyo de sus argumentos un verdadero sofisma:  

 

“En definitiva, la compensación o devolución pueden hacerse efectivas siempre que no 

haya transcurrido el plazo establecido por la norma, contados a partir de la presentación de la 

declaración-liquidación en que se origine dicho exceso, plazo que es de caducidad; tratando 

con ello de evitar que el sujeto pasivo pueda incluir en sus declaraciones cantidades a deducir o 

a compensar cuya procedencia la Administración Tributaria no pueda ya apreciar por causa de 

la prescripción”16. 

 

 Sofisma porque el razonamiento se revela contrario a la más reciente técnica de 

aplicación impositiva, pues la propia LGT prevé, en relación con los medios de prueba, 

que en los casos en que las bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación 

o las deducciones aplicadas o pendientes de aplicación, tuviesen su origen en ejercicios 

prescritos, pueda y deba acreditarse la procedencia y cuantía de las mismas mediante la 

oportuna exhibición de las liquidaciones o autoliquidaciones en que se consignaron y la 

contabilidad y demás soportes documentales (art. 70.3 y 106. 4 de la  LGT). El 

argumento del TEAR de Canarias, por lo tanto, no puede ser más desafortunado, pues 

esgrime razonamientos que la propia LGT niega17. 

 

                                                                                                                                               
impuesto indirecto analizado en los autos, que en la mecánica deductiva la normativa del IVA hoy 

vigente, no exige, como hacía la de antaño... el seguir un orden cronológico para deducir los excesos 

de cuotas (compensar) en las declaraciones-liquidaciones posteriores, aunque si se induce en el 

modelo oficial (M-300) a que se siga un orden temporal, pero, debe recordarse la nula virtualidad, 

en cuanto a imperatividad normativa, de dichos modelos normalizados, cuya única función es 

facilitar las labores de gestión tributaria». Los subrayados y negritas son nuestros.  

 
16 Esta misma doctrina es la plasmada en el FJ 3º de la STSJ de Asturias, de 22 de marzo de 2007 , y 

había sido ya empleada por el TEAC en varias de las Resoluciones donde recordaba que el plazo de 

deducción es de caducidad y no de prescripción interrumpible (R. del TEAC de 21 de Mayo 2003). 

 
17 El argumento, sin embargo, no era propio, sino tomado prestado del TEAC: “Además de las 

argumentaciones efectuadas en los fundamentos de derecho anteriores, hemos de advertir finalmente que 

de admitir la teoría de las entidades interesadas y se aplicase en la declaración-liquidación de un período, 

directamente, el saldo a compensar de períodos anteriores contra el IVA devengado añadiéndose 

posteriormente el impuesto soportado en este período de declaración, estaríamos vulnerando el plazo de 

cuatro años para efectuar la compensación desde que se produjo el exceso, puesto que con ello estaríamos 

generando nuevos saldos a compensar en cada período de declaración-liquidación, y podría llevar en su 

caso a la consecuencia de que la Administración Tributaria, como ya hemos indicado anteriormente, no 

podría comprobar la veracidad de tales compensaciones por proceder de períodos de declaración ya 

prescritos a efectos de ejercer las facultades de comprobación e investigación. Esta postura, ya ha sido 

mantenida por este Tribunal Económico-Administrativo Central en ocasiones anteriores, así en las 

Resoluciones de 27 de septiembre de 2004 (R.G. 4076/2003) o en la de 24 de noviembre de 2004 (R.G. 

4057/02)” (Resolución del TEAC de 14 de septiembre de 2005). 



La caducidad, según la doctrina general administrativa deja incólume los 

derechos, a menos que otros institutos, como el de la prescripción, los haya extinguido, 

sin que pueda decirse siquiera que haya muerto la acción y subsista el derecho material, 

pues nada se opone a que si ésta no ha prescrito, pueda hacerse valer en cualquier 

momento posterior. Lo relevante es que el derecho no se haya extinguido, es decir, que 

no haya prescrito. No puede entenderse, ni parece justo defender, que mientras subsiste 

la facultad liquidadora-comprobadora o la exigencia en vía ejecutiva del crédito 

tributario, la actuación administrativa dirigida contra el sujeto pasivo o la propia 

actuación de éste, surta efectos interruptivos de la prescripción y permita, en 

consecuencia, ejercitar toda suerte de potestades tributarias durante un nuevo plazo de 

cuatro años, mientras que las mismas actuaciones no tengan efecto alguno en aquello 

que pudiera beneficiar al contribuyente18. La prescripción debe jugar en ambos 

sentidos, pues de otra forma el derecho únicamente estaría al servicio de uno de los 

sujetos de la relación tributaria y no de la justicia.  

 

V. LA RELEVANTE SENTENCIA DE 4 DE JULIO DE 2007 O LA 

POSIBILIDAD DE SOLICITAR LA DEVOLUCIÓN DE LA CUOTA 

PENDIENTE DE IVA CUANDO HUBIESE CADUCADO EL DERECHO A 

REALIZAR LA COMPENSACIÓN. UN NUEVO MOJÓN EN LA 

ALENTADORA DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPREMO SOBRE LA DOBLE 

IMPOSICIÓN Y EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA.  

 

La STS de 4 de julio de 2007, resuelve un recurso de casación para unificación 

de doctrina planteado por la Abogacía del Estado contra la STSJ de La Rioja de 21 de 

                                                 
 
18 Aboga por esta misma solución FALCON Y TELLA, “Los efectos del plazo de 4 años previsto en el 

art. 99. 5 LIVA sobre el saldo a compensar y la STS 4 de julio 2007 (RJ 2007, 9104): ¿devolución de 

oficio o derecho a arrastrar la cantidad a compensar a los períodos siguientes?”, op. cit. pag. 9, para el que 

el hecho de que el art. 100 LIVA hable de caducidad no zanja en absoluto la cuestión: “...pese a la 

terminología utilizada, parece que se trata más bien de un plazo de prescripción (y no de caducidad), 

como prueba el hecho de que se interrumpa en caso de litigios o controversias sobre la procedencia y 

cuantía del derecho. En este sentido, conviene observar que el párrafo segundo del art. 100 establece que 

en caso de litigios el plazo de cuatro años se computa “desde la fecha en que la resolución o sentencia 

sean firmes”, por lo que no se trata de que el plazo en curso se suspenda cuando se formaliza el litigio, 

reanudándose su cómputo, sino que el plazo comienza a correr de nuevo, lo que implica que no estamos 

ante un supuesto de suspensión (como sería propio de la caducidad), sino ante un supuesto de 

interrupción, únicamente compatible con la naturaleza prescriptiva del plazo. En el mismo sentido juega 

el hecho de que el art. 6, seis, de la Ley 55/1999 haya reducido de cinco a cuatro años el plazo previsto en 

el art. 100 LIVA, paralelamente a la reducción de cinco a cuatro años del plazo general de prescripción 

operada por la Ley 1/1998”.   



noviembre de 2001 (cuyo razonamiento más nuclear hemos recogido en líneas 

precedentes). En dicha Sentencia, el Alto Tribunal apunta la posibilidad –negada por la 

Administración- de recuperar el exceso de cuotas de IVA soportadas, al afirmarse que 

cuando no exista posibilidad para el sujeto pasivo de ejercitar la compensación por el 

transcurso del plazo fijado normativamente, la AEAT debe devolver el exceso de cuota 

no deducido a petición del contribuyente. En otros términos, el Alto Tribunal afirma que 

puede producirse la pérdida del derecho a compensar en períodos posteriores, pero en 

tal caso queda incólume la paralela obligación de la Administración de devolver al 

sujeto pasivo su crédito tributario, materializado en el exceso de cuota no deducido.  

 

Con ello queda también clara la postura del Tribunal Supremo en el sentido de 

que el derecho a la deducción está formado por un derecho a la compensación y, 

subsidiariamente, por un derecho a la devolución. Compensación y devolución forman 

parte de un mismo derecho a no soportar el gravamen.  No son dos derechos diversos. 

Además. ambas técnicas jurídicas (devolución o deducción) estarían al servicio del 

principio de neutralidad impositiva (cuya finalidad no sería otra que la de garantizar que 

sobre el sujeto pasivo del impuesto no recaiga el peso económico de un gravamen que 

únicamente debe soportar el consumidor final). Por el contrario, la Abogacía del Estado 

sostenía las tres conclusiones siguientes:  

 

1ª) La existencia de un plazo legal de caducidad -no susceptible, por tanto, de 

interrupción- para el ejercicio del derecho de deducción (4 años, contados desde 

la fecha de la declaración-liquidación en la que se originara el exceso19). 

 

2ª) El carácter excluyente de las dos vías posibles para materializar el derecho 

anterior: compensación o devolución. De modo tal que, seguida una, no cabía, 

alternativa o sucesivamente, acudir a la otra20. 

                                                 
 
19 Nótese que la Abogacía del Estado enfatizaba esta fecha de la presentación de la declaración y no la del 

fin del período voluntario para presentarla, pues también se había planteado en el seno de los TEAR la 

duda acerca de si el cómputo del plazo de caducidad empezaba a contarse desde el mismo día de la 

presentación de la propia declaración o, por el contrario, desde el día en que finalizaba el período 

voluntario para hacerlo.   

 
20 La STSJ de Murcia, de 26 de octubre de 2006, afirmaba que transcurridos cuatro años no era posible 

compensar ni pedir la devolución, al no tratarse de derechos sucesivos, sino alternativos en ese plazo. Idea 

esta que también era recurrente en la práctica totalidad de los restantes Tribunales Superiores de Justicia.   



 

3ª) La improcedencia de reconocer al contribuyente un derecho a la devolución 

de las cuotas para cuya compensación hubiera vencido el plazo legal.  

 

Ante tales premisas, el Tribunal Supremo recuerda que, por encima de la 

normativa nacional, la Sexta Directiva Comunitaria impone la salvaguarda del principio 

de neutralidad impositiva. Un relevante principio que quedaría laminado si el derecho 

de crédito que el sujeto pasivo ostenta frente a la Hacienda Pública se esfumase como 

consecuencia de un plazo unívoco para ejercitarlo. Por lo tanto, las dos posibles vías 

que normativamente se articulan para la recuperación del IVA soportado 

(compensación-devolución) no operan de modo simultáneo o coincidente, sino de modo 

alternativo21. Y caducada la posibilidad de deducir, no cabe utilizar dicha perención 

como pretexto para negar el derecho a la recuperación del crédito que el sujeto pasivo 

ostenta frente a la Hacienda Pública, pues de otra forma se produciría un 

                                                 
 
21 “Para resolver esta cuestión debe acudirse a la Sexta Directiva que, según se ha dicho, consagra como 

principio esencial del IVA el de la neutralidad, el cual se materializa en la deducción del IVA soportado. 

La naturaleza del Impuesto en cuestión es la de un impuesto indirecto que recae sobre el consumo; su 

finalidad es la de gravar el consumo de bienes y servicios realizado por los últimos destinatarios de los 

mismos, cualquiera que sea su naturaleza o personalidad; recae sobre la renta gastada y no sobre la 

producida o distribuida por los empresarios o profesionales que la generan, siendo éstos los que 

inicialmente soportan el Impuesto en sus adquisiciones de bienes, resarciéndose del mismo mediante el 

mecanismo de la repercusión y deducción en la correspondiente declaración. Con la finalidad de 

garantizar esa neutralidad, el art. 18. 4 de la Directiva, señalada establece, como hemos dicho, que 

cuando la cuantía de las deducciones autorizadas supere la de las cuotas devengadas durante un período 

impositivo, los Estados miembros podrán trasladar el excedente al período impositivo siguiente o bien 

proceder a la devolución. La norma señalada, dada la finalidad que con ella se persigue, ofrece a los 

sujetos pasivos la posibilidad de compensar en un plazo de cinco años, actualmente de cuatro, el 

exceso de cuotas soportadas sobre las repercutidas o no deducido en períodos anteriores y no 

solicitar la “devolución” en dichos años, pero, en ningún caso, les puede privar de que, con carácter 

alternativo a la compensación que no han podido efectuar, les sea reconocida la posibilidad de 

obtener la devolución de las cuotas para las que no hayan obtenido la compensación. Las 

posibilidades de compensación o devolución han de operar de modo alternativo. Pero aunque el 

sujeto pasivo del impuesto opte por compensar durante los cinco años (ahora cuatro) siguientes a 

aquel período en que se produjo el exceso del impuesto soportado sobre el devengado, debe poder 

optar por la devolución del saldo diferencial que quede por compensar. El sujeto pasivo tiene un 

crédito contra la Hacienda Pública que se abstrae de su causa y que debe poder cobrar aun después 

de concluir el plazo de caducidad. La pérdida por el sujeto pasivo del derecho a resarcirse 

totalmente del IVA que soportó supondría desvirtuar el espíritu y finalidad del Impuesto. Por todo 

ello, entendemos, de acuerdo con el criterio mantenido por la sentencia recurrida, que no hay 

caducidad del derecho a recuperar los excesos no deducidos, aunque sí pérdida del derecho a 

compensar en períodos posteriores al plazo establecido, de forma que cuando no exista posibilidad 

para el sujeto pasivo de ejercitar la “compensación” por transcurso del plazo fijado, la 

Administración debe “devolver” al sujeto pasivo el exceso de cuota no deducido”. Los subrayados y 

negritas son nuestros. 



enriquecimiento injusto para la Administración, desvirtuándose el principio de 

neutralidad y, por lo mismo, la naturaleza más íntima o constitutiva del tributo22. 

 

 El razonamiento del Tribunal Supremo pivota sobre el enriquecimiento injusto 

que puede generarse para el Erario público una vez desatendido el principio de 

neutralidad fiscal como eje vertebrador del IVA. Y donde existe un enriquecimiento 

injusto es seguro que se ha producido una ventaja patrimonial generada precisamente en 

contra de ciertas reglas del Ordenamiento, reglas que no se circunscriben a normas 

positivas, sino también a principios jurídicos de donde aquéllas adquieren su 

legitimidad última, pues el enriquecimiento sin causa no constituye solo un problema de 

equidad, sino un problema de gran envergadura metodológica al implicar un inadecuado 

funcionamiento de las normas, de la práctica administrativa o de ambas cosas a la vez.  

 

La inmensa mayoría de los pronunciamientos judiciales que no han reparado en 

las graves consecuencias jurídicas reveladas por el Tribunal Supremo, parten de una 

interpretación literal de la LIVA (especialmente en lo que a la caducidad atiene) 

soslayando el resto de criterios exegéticos y principios informadores aludidos en la 

normativa comunitaria y, por ende, en nuestro Ordenamiento Jurídico. Pero, como 

                                                 
 
22 “Así pues, en la declaración en que se cumplen cinco años (cuatro años desde el 1 de enero de 2000), 

cuando ya no es posible “optar” por insuficiencia de cuotas devengadas, desde luego que se pude pedir la 

devolución. Por eso la sentencia recurrida había entendido que procede la devolución de cuotas 

soportadas declaradas a compensar y no compensadas, aunque hubieran transcurrido más de cinco años. 

Caducado el derecho a deducir, o sea, a restar mediante compensación, la neutralidad del IVA sólo se 

respeta y garantiza cuando se considere que empieza entonces un período de devolución, 

precisamente porque la compensación no fue posible, y que se extiende al plazo señalado para la 

prescripción de este derecho, después del cual ya no cabe su ejercicio. Por cualquiera de los 

procedimientos que se establecen (compensación y/o devolución) se debe poder lograr el objetivo de la 

neutralidad del IVA. El derecho a la recuperación no sólo no ha caducado (aunque haya caducado la 

forma de hacerlo efectivo por deducción continuada y, en su caso, por compensación), sino que nunca se 

ha ejercido, de modo que no es, en puridad, la devolución (como alternativa de la compensación) lo que 

se debe producir, sino que es la recuperación no conseguida del derecho del administrado que debe 

satisfacer la Administración en el tiempo de prescripción. Como ha puesto de relieve la doctrina, se 

podría haber establecido en la Ley que si a los cinco años (ahora cuatro) de optar por la compensación no 

se hubiera podido recuperar todo el IVA soportado, atendiendo a las fechas en que se soportó, la 

Administración iniciaría de oficio el expediente de devolución; se habría garantizado así la neutralidad 

como principio esencial del impuesto. Pero lo cierto es que no se ha regulado de esta forma, tal vez por el 

principio “coste-beneficio” pro Fisco. Pero aún siendo así, resulta difícilmente admisible /y menos si 

se invoca la autonomía de las regulaciones nacionales) negar el derecho a la devolución del IVA 

soportado, que realiza el principio esencial del impuesto. En vez de expediente de oficio, habrá que 

promover un expediente de devolución a instancia de parte. No arbitrar algún medio para 

recuperar el crédito frente a la Hacienda Pública generaría un enriquecimiento injusto para la 

Administración pues nada obstaba para que, una vez practicada la comprobación administrativa y 

observada la pertinencia del crédito, se ofreciera al sujeto pasivo la posibilidad de recuperarlo por 

la vía de la devolución”. Los subrayados y negritas son nuestros.  



recuerda la STS de 20 de Noviembre de 1991, la interpretación literal es tan solo un 

punto de partida, que puede y debe ser corroborado o corregido con otros criterios de 

mejor entidad, ya que el Ordenamiento jurídico, en cuanto integra una unidad que 

cristaliza en un modelo de convivencia, precisa de una interpretación sistemática y 

evolutiva. Otra cosa significaría creer en la cínica aseveración de que la coartada sea 

aplicar el Derecho, para no cumplir con la justicia.  

 

Y en esta línea que niega dicha aberración se enmarcan otros saludables 

pronunciamientos del Tribunal Supremo atinentes, por ejemplo, al sistema de 

retenciones en aquellos casos en los que la práctica diaria demostraba la existencia de 

un doble pago, por ejemplo, cuando el contribuyente no se había deducido las mayores 

retenciones alumbradas por las actas inspectoras y bajo el pretexto administrativo de 

que se trataba de sujetos pasivos distintos y obligaciones jurídicas autónomas. Tal es el 

caso de la STS de 27 de febrero de 2007, en la que se recuerda la imposibilidad de 

exigir las cantidades que debieron retenerse cuando la liquidación de la deuda principal 

ya se hubiese producido, el retenido hubiese deducido la cantidad que se le retuvo (no la 

que debió retenérsele) y la obligación principal se hubiese extinguido o al menos no 

existan discrepancias entre los sujetos intervinientes. Y todo ello, sin perjuicio de la 

imposición de las correspondientes sanciones e intereses al retenedor que incumplió con 

sus obligaciones legales.  

 

En este sentido, el Alto Tribunal recuerda que el enriquecimiento sin causa que 

supone la doble imposición, es todavía más rechazable cuando los poderes públicos 

intervienen de alguna forma en su generación. El artículo 31 de nuestra Constitución 

establece la necesidad de pagar impuestos, de conformidad con unos principios de 

justicia, con el fin de que el Estado pueda desarrollar -como ha apuntado el profesor 

TIPKE- una tarea protectora de la libertad23, pero cuando esos principios de justicia se 

desdibujan y quedan aherrojados en la literalidad de la norma, en la simple comodidad 

gestora o en un indisimulado interés recaudatorio, son los Tribunales de Justicia los que 

deben recordar la esencia de las instituciones y de los principios que las alientan.  

 

                                                 
 
23 TIPKE, Moral tributaria del Estado y de los contribuyentes, traducido. por HERRERA MOLINA, 

Madrid, 2002, pag. 57.   


